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PLENO DE LA SUPREMA CORTE  

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 

 

 

 

Asunto: Se presenta Demanda de  

Acción de Inconstitucionalidad, Contra  

Normas del Código Familiar de Michoacán. 

 

 

 

JOSÉ MARÍA CÁZARES SOLÓRZANO, en mi carácter de 

Presidente de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado 

de Michoacán y, por tanto, como representante de dicho 

organismo protector de los Derechos Humanos en tal entidad, 

carácter que pido se me reconozca por este Alto Tribunal en 

términos del artículo 105, fracción II, inciso g) de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los 
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artículos 12, fracción I, 13, fracción XXVII, 18 y 27, fracción I, de la 

Ley Orgánica de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos 

de Michoacán de Ocampo, adjuntando a este escrito copia 

certificada de mi nombramiento como Presidente de la citada 

Comisión, para acreditar mi personalidad, señalando como 

domicilio para recibir notificaciones y documentos ante esta 

Superioridad el ubicado en la calle Fernando Montes de Oca 

número 108, Colonia Chapultepec Norte, de la ciudad de Morelia, 

Michoacán (lugar donde radica el organismo que represento); en 

donde designo como autorizados para recibir notificaciones y 

documentos a los Abogados Marco Antonio Tinoco Alvarez y/o 

Alicia Becerra Gómez y/o Joanna Margarita Moreno Manzo y/o 

Contador Público Juan Carlos de Guerrero Osio Laris, ante este 

tribunal con el debido respeto comparezco para exponer: 

 

Que estando dentro del término concedido, vengo, a nombre del 

organismo que represento, a promover demanda sobre Acción 

de Inconstitucionalidad, a cuyo efecto expongo el siguiente 

sumario: 

 

ENTIDAD PROMOVENTE (ACTORA): Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos (del Estado de Michoacán), por conducto de 

su Presidente y representante legal, cuyo domicilio y autorizados 

para recibir notificaciones y documentos ya quedaron indicados 

en párrafos precedentes. 

 

ORGANOS LEGISLATIVOS Y EJECUTIVO QUE EMITIERON 

LAS NORMAS GENERALES IMPUGNADAS (AUTORIDADES 

DEMANDADAS): Tienen tal carácter las siguientes: 

 

a).- Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo, con 

domicilio conocido. 
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b).- Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Michoacán de 

Ocampo, con domicilio conocido. 

c).- Secretario de Gobierno del Estado de Michoacán de 

Ocampo, con domicilio conocido. 

d).- Director del Periódico Oficial del Gobierno Constitucional 

Estado de Michoacán de Ocampo, con domicilio conocido. 

 

NORMA GENERAL QUE A CADA AUTORIDAD SE RECLAMA 

(ACTOS QUE A CADA AUTORIDAD DEMANDADA SE 

RECLAMAN):  

 

De la autoridad indicada en el inciso a) del capítulo de 

Autoridades Demandadas, se reclama la aprobación y expedición 

de los artículos 127, 256 a 276, 295 a 306 y 307, mediante el cual 

se expide el decreto número 554, por el cual se emite el Código 

Familiar del Estado de Michoacán, por su inconstitucionalidad. 

 

De la autoridad indicada en el inciso b) del capítulo de 

Autoridades Demandadas, se reclama la promulgación, 

publicación y expedición de los artículos 127, 256 a 276, 295 a 

306 y 307, del decreto número 554, por el cual se emite el Código 

Familiar del Estado de Michoacán, por su inconstitucionalidad. 

 

De la autoridad indicada en el inciso c) del capítulo de 

Autoridades Demandadas, se reclama el refrendo y expedición de 

los artículos 127, 256 a 276, 295 a 306 y 307, del decreto número 

554, por el cual se emite el Código Familiar del Estado de 

Michoacán, por su inconstitucionalidad. 

. 
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De la autoridad indicada en el inciso d) del capítulo de 

Autoridades Demandadas, se reclama la publicación y expedición 

de los artículos 127, 256 a 276, 295 a 306 y 307, del decreto 

número 554, por el cual se emite el Código Familiar del Estado de 

Michoacán, por su inconstitucionalidad. 

 

TERCEROS CON INTERÉS: Por la naturaleza del acto no existe. 

 

NORMA GENERAL CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA (NORMA 

QUE SE IMPUGNA DE INCONSTITUCIONAL): Se demanda la 

invalidez de los artículos 127, 256 a 276, 295 a 306 y 307, del 

decreto número 554, por el cual se emite el Código Familiar del 

Estado de Michoacán, por su inconstitucionalidad. 

. 

 

MEDIO EN QUE SE PUBLICARON LAS NORMAS GENERALES 

CUYA INVALIDEZ SE RECLAMAN POR 

INCONSTITUCIONALES: Se publicó en el Periódico Oficial del 

Gobierno Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo, en 

fecha 30 treinta de Septiembre de 2015 dos mil quince, en la 

Décima Cuarta Sección, Tomo CLXIII, número 5. 

 

PRECEPTOS CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES 

QUE SE CONSIDERAN VULNERADOS POR LA NORMA 

GENERAL CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA: Se consideran 

violados los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 9º, 14, 16, 17, 22 y 24 

Constitucionales, así como de los derechos en ellos contenidos, 

en lo relativo a las derechos a la dignidad humana, libre desarrollo 

de la personalidad, autonomía de la voluntad, derecho a la familia, 

libertad de creencia, imposición de sanciones excesivas, derecho 

a la propia cultura, igualdad y no discriminación. 
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De igual forma se vulneran, como parte del Bloque de 

Constitucionalidad en materia de derechos humanos, los artículos 

1º, 2º, 9º, 11, 12, 13, 16, 17, 24, 25, de la Convención Americana 

de los Derechos Humanos, consistentes en la obligación de 

respetar derechos y adoptar normas de derecho interno, 

legalidad, no retroactividad, seguridad jurídica, a la hora y 

dignidad, libertad de conciencia y religión, libertad de pensamiento 

y expresión, libertad de asociación y protección de la familia. 

 

ANTECEDENTES Y HECHOS QUE DAN ORIGEN A ESTA 

DEMANDA DE ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD: 

 

I.- El Congreso del Estado de Michoacán, emitió el Decreto 

NÚMERO 554, mediante el cual se expide el Código Familiar, 

mismo que derogó el anterior cuerpo de leyes de la misma 

denominación, y, este nuevo decreto se trata de una norma 

“nueva” que genera una codificación familiar novedosa para el 

Estado. 

 

Tal norma fue publicada en el  Periódico Oficial del Gobierno 

Constitucional Estado de Michoacán de Ocampo en fecha 30 

treinta de Septiembre de 2015 dos mil quince, Décima Sección, 

Tomo CLXIII, Número 5. 

 

Por lo que la presentación de esta demanda es oportuna, pues se 

realiza dentro de los 30 días siguientes a la fecha de entrada en 

vigor de la norma impugnada. 

 

II.- Es el caso que esta Comisión de Derechos Humanos que 

represento, considera que las normas ya señaladas en apartados 

precedentes, son contrarias a los derechos humanos previstos en 

nuestra Constitución Federal y en los Tratados Internacionales en 
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que nuestro País es parte, por lo que para que exista materia 

dentro de la presente acción de inconstitucionalidad, se formulan 

los siguientes: 

 

CONCEPTOS DE INVALIDEZ DE NORMAS DE CARÁCTER 

GENERAL: 

 

PRIMERO: Imposibilidad de Celebrar el Matrimonio Igualitario 

(Entre Personas de la Misma Identidad Sexo-Genérica). Violación 

cometida por las autoridades demandadas de los artículos 1º, 2º, 

3º, 4º, 5º, 9º, 14, 16, 17 y 24 Constitucionales, así como de los 

derechos en ellos contenidos, en lo relativo a las derechos a la 

dignidad humana, libre desarrollo de la personalidad, autonomía 

de la voluntad, derecho a la familia, libertad de creencia, derecho 

a la propia cultura, igualdad y no discriminación. 

 

1.- El artículo 127 del Código Familiar de Michoacán, dispone que 

la institución del matrimonio solo puede celebrarse entre un varón 

y una mujer, y, agrega que una de sus finalidades es la 

procreación1, y tal es contrario a los derechos humanos ya 

indicados. 

 

2.- Es así, porque el legislador al utilizar un lenguaje excluyente a 

las personas que, teniendo la misma identidad sexo-genérica, 

pretendan celebrar matrimonio, genera discriminación y 

desigualdad, ante la imposibilidad para celebrarlo, dado que el 

legislador prohibió que dicha institución pueda llevarse a cabo por 

personas de la misma identidad sexo-genérica, lo cual vulnera los 

                                                           
1
 Época: Décima Época.- Registro: 2009407.- Instancia: Primera Sala.- Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia.- Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.- Libro 19, Junio de 
2015, Tomo I.- Materia(s): Constitucional, Civil.- Tesis: 1a./J. 43/2015 (10a.).- Página: 536.- 
MATRIMONIO. LA LEY DE CUALQUIER ENTIDAD FEDERATIVA QUE, POR UN LADO, 
CONSIDERE QUE LA FINALIDAD DE AQUÉL ES LA PROCREACIÓN Y/O QUE LO 
DEFINA COMO EL QUE SE CELEBRA ENTRE UN HOMBRE Y UNA MUJER, ES 
INCONSTITUCIONAL. 
 



7 
 

derechos humanos referidos, al privar a las personas de la misma 

identidad sexual de acceder a la celebración de tal institución 

jurídica. 

 

Este Alto Tribunal ya resolvió el tema anterior al dictar sentencia 

dentro de la Acción de Inconstitucionalidad 2/2010, resuelta por el 

Pleno, en donde se obligó a las legislaturas de los Estados a 

permitir el matrimonio igualitario, cuestión que no sucede en con 

el precepto impugnado y, por ello, es inconstitucional e 

inconvencional. 

 

3.- No puede decirse que existen las sociedades de convivencia y 

el concubinato, en tanto que dichas instituciones no tienen 

idéntica regulación al matrimonio y, por ello, excluir a las personas 

del mismo sexo a contraer matrimonio, resulta inconstitucional, al 

ser discriminatorio2 en la propia institución matrimonial, al estar 

basado en una categoría sospechosa. 

 

4.- Además, si se compara el contenido del artículo 127 del 

Código Familiar, con el diverso 295, que prevén, en su orden, el 

matrimonio y la sociedad de convivencia, el legislador incurrió en 

vicio de Inconstitucionalidad puesto que el primero lo estatuyó 

para personas de diferente sexo y, el segundo, para personas del 

mismo sexo, lo que pone de manifiesto una inconstitucionalidad 

implícita, que denigra, estigmatiza y, por ende, discrimina, en 

tanto que clasificó a cada institución por la identidad sexo-

genérica de las parejas, lo que arroja una categoría sospechosa 

en ambas instituciones jurídicas. 

                                                           
2
 Época: Décima Época.- Registro: 2007804.- Instancia: Primera Sala.- Tipo de Tesis: 

Aislada.- Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.- Libro 11, Octubre de 
2014, Tomo I.- Materia(s): Constitucional.- Tesis: 1a. CCCLXXVI/2014 (10a.).- Página: 620.- 
SOCIEDAD DE CONVIVENCIA, MATRIMONIO Y CONCUBINATO. EL HECHO DE QUE 
CONSTITUYAN INSTITUCIONES SIMILARES CUYA FINALIDAD ES PROTEGER A LA 
FAMILIA, NO IMPLICA QUE DEBAN REGULARSE IDÉNTICAMENTE. 
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Es así, ya que al incluir una institución para diverso sexo y la otra 

para el mismo, genera exclusión y marginación –discriminación- 

(en ambas instituciones, que tienen finalidad y alcance diferente), 

por razón de la orientación sexo-genérica, al distinguir cada tipo 

de unión por razón del sexo, lo que resulta contrario a los 

principios de igualdad y no discriminación previstos en nuestra 

Carta Fundamental. 

 

Privando con ello a los contrayentes de formar la familia que 

mejor les convenga en la institución que les parezca más 

conveniente a su status quo. 

 

5.- Aún más, el hecho de que se señale que la finalidad del 

matrimonio es procrear, es contrario a los principios indicados, ya 

que constriñe a los contrayentes a tener hijos, lo cual es una 

decisión de la pareja, no del legislador, pues este impide la libre 

determinación de la pareja sobre el número y espaciamiento de 

los hijos, ingresando a la vida íntima, al fijarles una carga legal  

inválida Constitucionalmente. 

 

Es así, porque la decisión sobre tener hijos –procrear- recae en la 

vida intima de las parejas que así lo consideren adecuado a su 

forma de vida; por lo que el legislador está impedido para imponer 

en la norma como una de las finalidades del matrimonio la 

procreación, pues con ello vulnera la libertad de decisión, 

conciencia y cultura de los individuos que son quienes deben 

decidir si procrean o no. 

 

Por lo que compeler a los cónyuges a que tengan hijos, resulta 

contrario a los principios Constitucionales, en tanto que la 

finalidad del matrimonio no puede, ni debe, ser la procreación. En 
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tanto que cada pareja, en el ámbito privado, deberá determinar los 

fines de su unión marital, por así permitirlo la Norma Suprema. 

 

SEGUNDO: Impedimento para Celebrar el Matrimonio por Plazo 

Determinado. Violación cometida por las autoridades demandadas 

de los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 9º, 14, 16, 17 y 24 

Constitucionales, así como de los derechos en ellos contenidos, 

en lo relativo a las derechos a la dignidad humana, libre desarrollo 

de la personalidad, autonomía de la voluntad, derecho a la familia, 

libertad de creencia, proporcionalidad y razonabilidad, derecho a 

la propia cultura, igualdad y no discriminación. 

 

1.- El artículo 127 del Código Familiar del Estado de Michoacán, 

establece que el matrimonio es una “comunidad de vida 

permanente”, de lo que se entiende que es perpetuo –indefinido-, 

hasta en tanto se genere el divorcio, es decir, hasta que uno de 

los cónyuges lo solicite. 

 

Sin que la norma permita, como una opción más, celebrarlo por 

tiempo determinado, pues existe una exclusión implícita, al 

disponer que solamente será “permanente”. 

 

2.- Todos los actos jurídicos están sujetos a término –plazo- y 

condición, y, también, la Constitución Federal, contiene como 

derechos humanos la libre determinación –autonomía de la 

voluntad-, libre desarrollo de la personalidad, dignidad humana, 

libre asociación, igualdad y no discriminación. 

 

3.- Es el caso, que la norma en mención, no permite a los 

contrayentes fijar un plazo para la duración del matrimonio –desde 

el momento del matrimonio, o en acto posterior-, esto es, no 

otorga oportunidad a los cónyuges para, si así lo consideran 
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oportuno, fijar un plazo de duración del matrimonio, expirado el 

cual, desaparezca o concluya el matrimonio. 

 

Tal impedimento –exclusión implícita- del legislador, genera una 

grave violación a los derechos humanos mencionados, ya que, 

como todo acto jurídico, los contrayentes, deben contar con la 

prerrogativa de señalar, si así lo consideran oportuno para su 

proyecto de vida, un plazo para la duración del matrimonio, lo cual  

no es factible en la norma impugnada, por lo quel pugna con los 

derechos humanos básicos aludidos, al  coartar los derechos de 

libre determinación en tal acto jurídico –autonomía de la voluntad-. 

 

4.- No puede alegarse contra lo hasta aquí expuesto, que existe el 

divorcio, en tanto que tal institución es la disolución del vínculo 

matrimonial por voluntad de los contrayentes en un acto que se 

celebró por tiempo indeterminado y, en el caso a estudio, lo que 

se argumenta es que al momento –o mediante acto posterior- de 

la celebración del matrimonio, los contrayentes –de común 

acuerdo- puedan señalar un límite para la duración –plazo- del 

matrimonio, cuestiones distintas y que, por tanto, solicitamos a 

este Alto Tribunal resuelva este tópico. 

 

TERCERO: Impedimento para Contraer Matrimonio, Sociedad de 

Convivencia y Concubinato Comunitario (entre más de dos 

personas). Violación cometida por las autoridades demandadas 

de los artículos 1º, 3º, 4º, 5º, 9º, 14, 16, 17 y 24 Constitucionales, 

así como de los derechos en ellos contenidos, en lo relativo a las 

derechos a la dignidad humana, libre desarrollo de la 

personalidad, autonomía de la voluntad, derecho a la familia, 

libertad de creencia, igualdad y no discriminación. 
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1.- Los artículos 127, 295 y 307 del Código Familiar de 

Michoacán, solo permiten el matrimonio, concubinato y sociedad 

de convivencia entre dos personas, impidiendo, implícitamente, la 

celebración entre más de dos personas en cada institución. 

 

2.- La historia nos ha mostrado que en diferentes culturas y 

épocas –incluso la actual-, se ha permitido el matrimonio entre 

más de dos personas –matrimonio comunitario-, a lo que se ha 

llamado poligamia, poliandria, exogamia o endogamia. 

 

Cada persona, en atención a su libertad –cultural, religiosa, 

asociativa, desarrollo de la personalidad, no discriminación, 

autonomía de la voluntad-, puede decidir de forma responsable si 

puede generar una institución que le permita tener una comunidad 

de personas, sea con una o más. Esto es, poder casarse con más 

de una persona (dos, tres o más, de la identidad sexo-genérica 

que le convenga). 

 

3.- En el caso concreto, las normas impugnadas, impiden a los 

contrayentes –en el matrimonio-, a los convivientes –en la 

sociedad de convivencia- o a los concubinos –en el concubinato-, 

generar una unión comunitaria mayor a dos personas, lo que 

atenta contra los derechos humanos mencionados, en tanto que 

le impiden conducirse como lo considera oportuno y que, además, 

no genera perjuicio o daño a terceros, en tanto que serán los 

propios interesados –más de dos- los que deberán acordar, 

libremente, formar una comunidad de vida de más de dos 

personas, lo que resulta lícito Constitucionalmente, por lo que las 

normas impugnadas que lo impiden, son contrarias a nuestra 

Carta Fundamental. 
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Es así, porque nuestra Carta Fundamental dispone el libre 

desarrollo de la personalidad, autonomía de la voluntad y la 

libertad de asociación, principios que permiten a las personas 

unirse con una, dos, tres o más congéneres –e incluso tener más 

de dos asociaciones de diferente ámbito-, de modo tal que si las 

normas impugnadas impiden a los gobernados decidir de forma 

libre con cuántas personas se unen, resulta Contrario a los 

referidos supuestos Constitucionales, por lo que las normas 

impugnadas no se ajustan a los principios de proporcionalidad y 

razonabilidad jurídicas. 

 

Dado que no encuentran asidero en principios Constitucionales, ni 

son aptas, idóneas ni proporcionales para el fin pretendido. 

 

CUARTO: Vulneración de derechos humanos por fijar como 

finalidad del matrimonio la “perpetuación de la especie”. Violación 

a los derechos humanos previstos en los artículos 1, 3º, 4º, 5º, 9º, 

14, 16, 17, 22 y 24 Constitucionales, en lo relativo a las derechos 

a la dignidad humana, libre desarrollo de la personalidad, 

autonomía de la voluntad, derecho a la familia, libertad de 

creencia, derecho a la propia cultura, sanción excesiva3, igualdad 

y no discriminación. 

 

1.- El artículo 127 del Código Familiar del Estado de Michoacán, 

prevé como una de las finalidades del matrimonio, perpetuar la 

especie. 

 

                                                           
3
 Época: Novena Época.- Registro: 169449.- Instancia: Pleno.- Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia.- Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- Tomo XXVII, 
Junio de 2008.- Materia(s): Constitucional, Civil.- Tesis: P./J. 61/2008.- Página: 7.- PATRIA 
POTESTAD. EL SUPUESTO NORMATIVO QUE IMPONE SU PÉRDIDA POR ABANDONO 
INJUSTIFICADO DEL HOGAR CONYUGAL POR MÁS DE 6 MESES, ES UNA SANCIÓN 
CIVIL QUE TRANSGREDE EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
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2.- Fijar a los cónyuges como finalidad la de perpetuar la especie, 

es contrario a las garantías Constitucionales de libre 

determinación, autonomía de la voluntad, decidir de manera libre 

tener –o no tener- hijos, por lo que la imposición del legislador se 

inmiscuye en la vida privada de los cónyuges al pretender fijarles 

que tengan hijos, como fin matrimonial, lo que, de suyo, constituye 

una sanción excesiva, pues no se rige por parámetros 

Constitucionales válidos, por lo que fijar tal thelos del matrimonio, 

no se ciñe al estándar de proporcionalidad y razonabilidad 

jurídicas4, en tanto que priva a la pareja de la libre decisión al 

respecto. 

 

QUINTO: Discriminación y Desigualdad en la Institución de la 

Sociedad de Convivencia, al Limitarla a que la Celebren Personas 

del Mismo Sexo, Así Como Por No permitir que se Celebre por 

Tiempo Determinado.  Violación a los derechos humanos 

previstos en los artículos 1, 3º, 4º, 5º, 9º, 14, 16, 17, 22 y 24 

Constitucionales, en lo relativo a las derechos a la dignidad 

humana, libre desarrollo de la personalidad, autonomía de la 

voluntad, derecho a la familia, libertad de creencia, derecho a la 

propia cultura, sanción excesiva, igualdad y no discriminación. 

 

1.- El artículo 295 del Código Familiar de Michoacán dispone que 

la Sociedad de Convivencia podrá constituirse entre “dos 

personas del mismo sexo”, lo cual resulta contrario a los Derechos 

Humanos Previstos en nuestra Constitución. 

 

2.- En efecto, si la intención del legislador de Michoacán, fue la de 

que la sociedad de convivencia fuese una unión entre dos 

personas con la finalidad de ayudarse mutuamente y establecer 

                                                           
4
 Época: Novena Época.- Registro: 170740.- Instancia: Pleno.- Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia.- Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- Tomo XXVI, 
Diciembre de 2007.- Materia(s): Constitucional.- Tesis: P./J. 130/2007.- Página: 8.- 
GARANTÍAS INDIVIDUALES. EL DESARROLLO DE SUS LÍMITES Y LA REGULACIÓN 
DE SUS POSIBLES CONFLICTOS POR PARTE DEL LEGISLADOR DEBE RESPETAR 
LOS PRINCIPIOS DE RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD JURÍDICA. 
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un hogar común; el hecho de limitar dicha unión a personas del 

mismo sexo, resulta contraria a los principios de igualdad y no 

discriminación, pues con ello, se excluye la posibilidad de que 

personas de sexo diferente tengan la posibilidad de acceder a 

celebrar dicho tipo de unión –sociedad de convivencia- lo que 

genera una categoría sospechosa5, al impedir a quien lo 

considere oportuno, celebrar dicho acto, por lo que debe 

realizarse un test de escrutinio estricto en este aspecto. 

 

Y es que, el derecho de la familia tiene una libre configuración 

social a efecto de que sean las personas las que determinen, de 

acuerdo a su propio estilo de vida, la forma de asociación que 

mejor les convenga, por lo que en este aspecto el legislador no 

cuenta con libertad de configuración legislativa, para imponer, 

desde la ley, la forma de asociación que el propio legislador 

considere más conveniente, pues con ello, se coarta el derecho a 

la libre elección o decisión de las personas, lo cual no es factible 

en nuestro Estado Democrático, en el cual priva el régimen de 

libertades. 

 

En tanto que la sociedad de convivencia es una forma paralela 

mas no excluyente del matrimonio o el concubinato. Esto es, 

cada una de las instituciones conforman una porción de la manera 

de conformar una familia, que no resultan opósitas, sino 

complementarias unas a otras, dependiendo del proyecto de vida 

de los individuos que se asocien en cada unión. 

 

Pues en nuestro Estado Democrático que preconiza un régimen 

de libertades individuales, no puede sostenerse que el legislador 

ordinario pueda imponer –como sucede en el caso a estudio- en 

                                                           
5
 Época: Décima Época.- Registro: 2003284.- Instancia: Primera Sala.- Tipo de Tesis: 

Aislada.- Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- Libro XIX, Abril de 2013, 
Tomo 1.- Materia(s): Constitucional.- Tesis: 1a. XCIX/2013 (10a.).- Página: 961.- 
IGUALDAD. CUANDO UNA LEY CONTENGA UNA DISTINCIÓN BASADA EN UNA 
CATEGORÍA SOSPECHOSA, EL JUZGADOR DEBE REALIZAR UN ESCRUTINIO 
ESTRICTO A LA LUZ DE AQUEL PRINCIPIO. 
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la norma formas de familia “modelo” o “unívocas”6, sino que la 

generación de los lazos familiares quedan a la libre voluntad de 

las personas. 

 

Por lo que será cada individuo –o varios- los que, de acuerdo a su 

voluntad, costumbres, cultura e idiosincrasia, los que decidan cual 

es la familia que más se acomoda a su vida diaria, debiendo, por 

ende, el legislador respetar y dar certidumbre a la forma que cada 

quien adopte para formar su propia familia. 

 

3.- Además, el hecho de que la norma impugnada aluda a que se 

contraiga con “voluntad de permanencia”, es contraria a los 

principios de libre desarrollo de la personalidad y autonomía de la 

voluntad, en tanto que impide a los convivientes que al momento 

de celebrar la sociedad, o en momento posterior, de común 

acuerdo fijen un plazo de duración de la unión, lo que resulta 

contrario a los derechos Constitucionales aludidos. 

 

Dicho de otro modo, el precepto aludido coarta su derecho a 

decidir el término por el cual consideran oportuno celebrar la 

sociedad de convivencia, lo cual pugna con los principios 

Constitucionales aludidos. 

 

Pues el legislador no otorga la posibilidad de celebrarlo por tiempo 

determinado, al contrario, al establecer como finalidad de los 

convivientes la “voluntad de permanencia” excluye implícitamente, 

la posibilidad de que fijen, de común acuerdo, plazo para dicha 

unión, lo que resulta contrario a la Constitución, por lo ya narrado. 

 
                                                           
6
 Imponiendo, desde la ley, la familia monoparental, multiparental, homoparental, ampliada o 

nuclear, como forma de vida de los individuos. 
 
En tanto que no corresponde al legislador constreñir a los ciudadanos un status quo familiar, 
pues con ello se rompen los principios Constitucionales aludidos, pues se impide a las 
personas decidir cual familia les viene mejor a su vida. 
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SEXTO: Violación al Derecho a la Familia por la Exclusión 

Implícita a Adoptar por Quienes Celebren la Sociedad de 

Convivencia. Violación a los derechos humanos previstos en los 

artículos 1, 3º, 4º, 5º, 9º, 14, 16, 17, 22 y 24 Constitucionales, en 

lo relativo a las derechos a la dignidad humana, libre desarrollo de 

la personalidad, autonomía de la voluntad, derecho a la familia, 

libertad de creencia, derecho a la propia cultura, sanción 

excesiva, igualdad y no discriminación. 

 

1.- El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 

resolver la Acción de inconstitucionalidad 8/20147 promovida por 

la Comisión de Derechos Humanos de Campeche, decidió que el 

impedir adoptar a los convivientes es inconstitucional, por 

privarlos del derecho a que constituyan la familia, al libre 

desarrollo de la personalidad, a la dignidad humana, a la no 

discriminación y a la igualdad. 

 

2.- Es el caso, que el artículo 295 y siguientes del Código Familiar 

de Michoacán, excluyen implícitamente del derecho a adoptar de 

los convivientes, ya que en ningún apartado se permite que 

formen una familia mediante la adopción, por ambos convivientes, 

lo cual genera una categoría sospechosa, al generar en una unión 

familiar –paralela o complementaria al matrimonio o concubinato- 

la exclusión de adoptar. 

 

3.- Esta Suprema Corte ha establecido que cuando normas de la 

misma jerarquía se contrapongan, la inconstitucionalidad puede 

                                                           
7
 A este respecto resulta aplicable al presente asunto lo resuelto en el asunto Atala Riffo y 

Niñas Vs. Chile, en la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de los Derechos 
Humanos, Fondo, Reparaciones y costas. 
 
Es aplicable también lo resuelto por este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
al resolver la Contradicción de Tesis número 293/2011. 
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derivar de que alguna de ellas genere la violación de un derecho 

Constitucional8. 

 

En el caso a estudio, la Ley de Adopción para el Estado de 

Michoacán, publicada en el Periódico Oficial del Estado de 

Michoacán, el 30 de Julio de 2013, que entró en vigor al día 

siguiente a su publicación, no permite la adopción entre quienes 

tengan celebrada la sociedad de convivencia, en tanto que solo 

permite adoptar a: 

 

 las personas físicas singularmente,  

 a los cónyuges unidos en matrimonio, y;  

 a los concubinos unidos en concubinato. 

 

Sin embargo, no permite expresamente adoptar a los convivientes 

sujetos a sociedad de convivencia ya que dicha unión no estaba 

prevista en ese tiempo en el Código Familiar. 

 

Dicho de otro modo, la Ley de Adopción prevé taxativa o 

limitativamente la posibilidad de adoptar a las personas en lo 

individual y a los cónyuges y concubinos, lo que genera una 

exclusión de adoptar a los convivientes. 

 

Entonces, la exclusión implícita de la posibilidad de adoptar a los 

convivientes, es nugatoria de los derechos humanos aludidos. 

 

                                                           
8
 Época: Novena Época.- Registro: 161139.- Instancia: Primera Sala.- Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia.- Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- Tomo XXXIV, 
Septiembre de 2011.- Materia(s): Común.- Tesis: 1a./J. 104/2011.- Página: 50.- AMPARO 
CONTRA LEYES. LA INCONSTITUCIONALIDAD DE ÉSTAS PUEDE DERIVAR DE LA 
CONTRADICCIÓN CON OTRAS DE IGUAL JERARQUÍA, CUANDO SE DEMUESTRE 
VIOLACIÓN A LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
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Así, al momento de expedirse el Código Familiar y que, la Ley de 

Adopción, no permite ésta a los convivientes, estamos en 

presencia de una exclusión implícita9 en el Código Familiar –ya 

que no prevé como personas capaces para adoptar a quienes 

celebren la sociedad de convivencia-, lo que genera una categoría 

sospechosa y, por tanto, un trato desigual y discriminatorio que 

les impide formar la familia que decidan de forma libre y 

consciente. 

 

En tanto que aunque se trata de normas de igual jerarquía, lo 

dispuesto en la Ley de Adopción –artículo 10, que no prevé a los 

convivientes como sujetos en unión capaces para adoptar-, 

impacta en la sociedad de Convivencia y, genera en esta última 

un vicio de inconstitucionalidad, al impedir que los convivientes 

adopten, vulnerando su derecho a conformar una familia acorde a 

su plan de vida. 

 

SÉPTIMO: Violación Por Impedir Que Simultáneamente se 

Celebren Matrimonio y/o Concubinato y/o Sociedad de 

Convivencia. Violación a los derechos humanos previstos en los 

artículos 1, 3º, 4º, 5º, 9º, 14, 16, 17, 22 y 24 Constitucionales, en 

lo relativo a las derechos a la dignidad humana, libre desarrollo de 

la personalidad, autonomía de la voluntad, derecho a la familia, 

libertad de creencia, derecho a la propia cultura, sanción 

excesiva, igualdad y no discriminación. 

 

1.- El Código Familiar dispone que el matrimonio puede 

celebrarse por un varón y una mujer, pero estando unido en 

                                                           
 
9
 Época: Décima Época.- Registro: 2003309.- Instancia: Primera Sala.- Tipo de Tesis: 

Aislada.- Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- Libro XIX, Abril de 2013, 
Tomo 1.- Materia(s): Constitucional.- Tesis: 1a. CV/2013 (10a.).- Página: 963.- 
MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. EL ARTÍCULO 143 DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL ESTADO DE OAXACA CONTIENE UNA EXCLUSIÓN IMPLÍCITA Y NO 
UNA OMISIÓN LEGISLATIVA. 
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matrimonio no puede celebrarse uno o varios ulteriores o unirse 

en concubinato o sociedad de convivencia. 

 

Igual acontece con el concubinato, que no admite un segundo o 

ulterior concubinato, estar unido en matrimonio o en sociedad de 

convivencia. 

 

A su vez, la sociedad de convivencia no puede celebrarse una o 

varias ulteriores o estar en concubinato o matrimonio. 

 

Esto es, de todas las anteriores uniones se impide realizar una 

igual o diversa, preservando la monogamia. 

 

2.- La Constitución Federal al prever el concepto familia permite el 

establecimiento de esta con base en la libre determinación, pues 

se trata de una cláusula abierta e ilimitada, que permite a los 

gobernados asociarse como lo consideren pertinente a su estilo 

de vida, creencias, costumbre y cultura, es decir, a su libre 

desarrollo de la personalidad o derecho a la propia imagen. 

 

Permitiendo la libertad de asociación en su vertiente más amplia, 

es decir, celebrando cuantas asociaciones familiares cada quien 

considere necesarias para su plan de vida. 

 

Esto es, cualquier persona que no considere la monogamia como 

acorde a sus intereses personales, puede abandonarla y vivir con 

otras personas que consideren la poligamia –llamada también 

poliamor-, poliandria o comunión social –uniones comunitarias, 

entre más de dos personas o parejas-. 
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3.- Por tanto, si las normas impugnadas, clasifican como único 

estilo o forma de vida la monogámica, excluyendo otras formas o 

clases de uniones que formen vínculos familiares, tal proceder es 

contrario a los principios Constitucionales indicados, por las 

razones expuestas. 

 

 

OCTAVO: Violación Por Imponer Requisitos Excepcionales Para 

el Divorcio Sin Expresión de Causa. Violación a los derechos 

humanos previstos en los artículos 1, 3º, 4º, 5º, 9º, 14, 16, 17, 22 

y 24 Constitucionales, en lo relativo a las derechos a la dignidad 

humana, libre desarrollo de la personalidad, autonomía de la 

voluntad, derecho a la familia, libertad de creencia, derecho a la 

propia cultura, sanción excesiva, igualdad y no discriminación. 

 

1.- Esta Suprema Corte10 ha resuelto que el divorcio sin expresión 

de causa, también llamado unilateral o express, atiende a la 

voluntad de disolver el matrimonio por uno solo de los cónyuges, 

por lo que la ley debe prever la posibilidad de este tipo de 

divorcio, sin ningún requisito, pues ello se funda en el principio de 

libre desarrollo de la personalidad, conciencia y decisión de uno 

de los cónyuges que considera inoportuno para su estilo de vida 

seguir unido en matrimonio. 

 

Esta clase de divorcio, tiene, entonces, como unido requisito que 

uno de los cónyuges no tenga la intención de seguir en 

matrimonio, por lo que basta su voluntad para disolverlo, sin 

ningún otro requisito. 

 

                                                           
10

 Amparo Directo en Revisión número 1819/2014, Primera Sala.  

Amparo Directo en Revisión número 474/2012, Primera Sala. 
Tesis 1ª/J. 137/2009, Primera Sala. 
Amparo Directo en Revisión número 1905/2012, Primera Sala. 
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Por tanto, si se pretende disolver el matrimonio sin expresión de 

causa por parte de uno de los cónyuges, debe respetarse su 

voluntad. 

 

Y si existe sociedad conyugal o hijos que requieran alimentos, 

estas cuestiones deben reservarse para que sean resueltas por el 

tribunal, atendiendo a las circunstancias particulares y especiales 

de cada caso11. 

 

Sin embargo, el matrimonio queda disuelto desde la solicitud 

incausada o unilateral, sin que pueda exigirse más de ese 

requisito. 

 

2.- En el caso a estudio, los artículos 256, 257 y siguientes, del 

Código Familiar del Estado de Michoacán, exigen al promovente 

del divorcio incausado, que se adjunte a su solicitud de divorcio, 

una propuesta de convenio que fije la situación de los hijos, vida y 

convivencia con ellos, manera de sufragar alimentos y las 

cuestiones de la sociedad conyugal, proyecto sin el cual, se 

desechará su petición de divorcio, una vez agotado el 

requerimiento al promovente de tal convenio. 

 

3.- Como puede apreciarse de lo antes expuesto, si la finalidad 

del divorcio sin causa es agilizar la disolución del vínculo 

matrimonial, el requisito de la propuesta de convenio, resulta una 

carga o sanción excesiva, en tanto que equipara el divorcio 

incausado al voluntario, lo que no es factible, pues en el primero 

basta la voluntad de uno de los cónyuges, en el segundo, tienen 

que coincidir o converger la voluntad de ambos, por lo que no 

existe posibilidad Constitucional de ser tratados análogamente, 

como indebidamente lo hizo el legislador. 

                                                           
11

 Contradicción de Tesis 63/2011, Primera Sala. 
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Además, como ya fue resuelto por la Primera Sala de la Suprema 

Corte, si existen, en el divorcio unilateral, cuestiones relativas a 

los hijos o la sociedad conyugal, estas no deben ser motivo de 

impedir el divorcio solicitado, ya que aquellas deben resolverse 

por el órgano jurisdiccional separadamente al divorcio, mismo que 

debe decretarse de plano y sin más trámite, por ser la voluntad 

de uno de los cónyuges. 

 

En tal contexto, si la norma aludida, exige requisitos 

extraordinarios o exacerbados –que no tienen relación con el 

propio divorcio- al promovente del divorcio sin causa, tal proceder 

es contrario a los principios de seguridad jurídica, libre desarrollo 

de la personalidad, sanción excesiva y libertad de decisión y 

conciencia, ya que no existe razonabilidad ni proporcionalidad en 

imponer requisitos análogos a un divorcio –mutuo consentimiento 

o voluntario- que no reviste las mismas características. 

 

En efecto, los requisitos exigidos por la norma tildada no 

obedecen los principios de razonabilidad y proporcionalidad, 

ya que no existe base Constitucional para exigir la propuesta de 

convenio al solicitante del divorcio incausado, en tanto que tal 

cuestión impide la disolución pedida, lo que coarta su libre 

desarrollo de la personalidad y decisión, pues debe bastar su 

petición para disolver el matrimonio. 

 

Y las demás cuestiones –hijos y bienes- podrán resolverse por el 

órgano jurisdiccional posteriormente, pero no supeditarse el 

divorcio al convenio, pues ello no encuentra justificación 

Constitucional, ni la medida es idónea apta no proporcional para 

el fin perseguido. 
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Por lo que debe considerarse inconstitucional el exigir la 

propuesta de convenio mencionada. 

 

4.- No puede argumentarse en contra de lo expuesto que los hijos 

y el cónyuge quedan desprotegidos o indefensos, ya que tienen 

expeditos sus derechos para exigir del peticionario del divorcio sin 

causa, los derechos que les deba, en el propio juicio de divorcio 

unilateral, en la vía incidental (la disolución de la sociedad 

conyugal y la convivencia, guarda y custodia y alimentos). 

 

CAPÍTULO DE SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS: 

 

En virtud de que las normas impugnadas atentan contra la 

dignidad humana12, que son la base de todo el elenco de  

derechos humanos, solicito se decrete la medida de suspensión 

de los actos reclamados, y, como la Ley de Amparo vigente a 

partir de 2013, aplicable en esta materia supletoriamente a la 

presente Acción de Inconstitucionalidad por disposición legal 

expresa, permite que cuando sea posible, se decrete con efectos 

restitutorios, debe ordenarse a las autoridades demandadas que 

giren instrucciones a quien corresponda para permitir el 

matrimonio igualitario y la adopción entre convivientes, hasta en 

tanto se resuelve en definitiva esta contienda. 

 

Lo anterior porque en el asunto a estudio existe apariencia del 

buen derecho –ya existen precedentes resueltos favorablemente 

en torno a los argumentos de invalidez de las normas 

impugnadas- y peligro en la demora –pues de no permitirse tales 

                                                           
12

 Época: Novena Época.- Registro: 165813.- Instancia: Pleno.- Tipo de Tesis: Aislada.- 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- Tomo XXX, Diciembre de 2009.- 
Materia(s): Constitucional.- Tesis: P. LXV/2009.- Página: 8.- DIGNIDAD HUMANA. EL 
ORDEN JURÍDICO MEXICANO LA RECONOCE COMO CONDICIÓN Y BASE DE LOS 
DEMÁS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
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actos jurídicos se vulneraría el orden jurídico fundamental en 

perjuicio de la dignidad humana-. 

 

Por lo expuesto y fundado; 

 

A ESTE ALTO TRIBUNAL PIDO:  

 

I.- Tener por promovida la demanda de acción de 

inconstitucionalidad en los términos previstos. 

II.- Tener por adjunto el nombramiento del promovente, 

reconocerme la representación que ostento y, con ello, por 

señalado domicilio para recibir notificaciones y documentos, así 

como personas autorizadas para esos efectos. 

III.- Tener por adjunto el Periódico Oficial del Gobierno 

Constitucional Estado de Michoacán de Ocampo de donde 

emanan las normas impugnadas. 

IV.- Decretar la suspensión de las normas impugnadas. 

 

Morelia, Michoacán de Ocampo a 16 dieciséis de octubre de 2015 

dos mil quince.-  

 

 

DR. JOSÉ MARÍA CÁZARES SOLORZANO. 

Presidente y Representante Legal de la Comisión Estatal de  

los Derechos Humanos del Estado de Michoacán. 

 


